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QUE ES EL JUICIO POR JURADOS

El juicio por jurados es un instituto de naturaleza procesal, de base autocrática, cuya finalidad es la justicia de los pares e implica la intervención de legos en la solución de la controversia judicial.


Se ha dicho que el jurado es un mecanismo de participación ciudadana en la justicia y que consiste en un conjunto de jueces legos, no permanentes, que juzgan sobre hechos y dan un veredicto que, en el primer caso –inocencia- clausura el poder penal del Estado y, en el segundo –veredicto de culpabilidad-, lo libera, permitiendo que uno o varios jueces permanentes, profesionales, dicten la sentencia y, eventualmente, apliquen la pena. 


El jurado angloamericano, entonces, se compone de una determinado número de personas seleccionadas conforme a la ley, y bajo juramento para inquirir sobre las materias de hecho y declarar verdad sobre la evidencia que se les presente.


Se trata entonces de un grupo de personas seleccionadas  entre los ciudadanos de un circuito particular, e investidos con el poder actual de acusar a personas por ofensas públicas o probar una cuestión de hecho.


Es un medio de participación ciudadana en la administración de justicia caracterizado por la intervención de jueces legos, no permanentes, limitados a juzgar sobre los hechos y que otorgan un veredicto. Para el caso arribar a un veredicto de culpabilidad, quien deberá dictar sentencia y eventualmente disponer la pena será un Juez letrado permanente.

ORIGEN Y EVOLUCION HISTORICA

Sus primeros antecedentes pueden rastrearse en los tribunales griegos de los heliastas o al iudictum publico de los Romanos; sin embargo hay quienes se remontan a Egipto.

Sin dudas es en la Gran Bretaña donde alcanzó su pleno desarrollo, hasta evolucionar tal como hoy en día lo conocemos, extendiéndose desde allí hacia los países componentes del commonwealth y también a otros países donde impera el derecho continental clásico, aunque con algunas modificaciones de importancia, conocido como escabinado.

Para algunos autores el juicio celebrado a través de jurado popular constituyó una herramienta para arrancarle a los déspotas absolutistas el ejercicio de la justicia, permitiendo el juzgamiento de los súbditos por sus pares en idéntica situación. Otros le asignan un objetivo menos altruista, como por ejemplo, evitar que los nobles fuesen juzgados por individuos pertenecientes a otros estamentos inferiores o por los eclesiásticos, éstos por funcionarios, etc. 

El jurado inglés se consolidó durante el apogeo del poder real, y más allá de los confesados u ocultos  motivos que dieron vida al instituto, operó en la práctica como límite preciso a la injerencia del Estado en el enjuiciamiento penal.


A esta altura es conveniente dejar sentado que el jurado no surgió como un medio de decisión del conjunto de ciudadanos sino como un medio de prueba del Rey. Thomas, en su obra “Derechos e Instituciones de Gran Bretaña”,  lo explica. Hacia el siglo XI la prueba no era científica, sino sobrenatural. Los hombres desconocían los pro y contras del caso, sólo los conocía Dios ...Pero Dios tenía que manifestarse por formas humanas y visibles. Por ello, las ordalías: caminar nueve pasos con un hierro caliente o hundir la mano en agua caliente, luego las heridas consecuentes debían cicatrizarse en tres días para acreditar la inocencia.

En la época de la conquista normanda, Guillermo I (1066) introdujo un procedimiento que empleaban los Reyes Francos para investigar: convocaban a un grupo de vecinos que pudieran conocer lo acontecido y les ordenaban declarar bajo juramento; lo estableció en el Domesday Book, se divulgó y se observó la mayor seguridad de este juicio.


El sistema de interrogatorio jurado se extendió en el siglo XII con Enrique II (a. 1154), y ahí encontramos al jurado moderno. Lo reglamentó con el nombre de Grand Assize: se nombraban doce caballeros: reconocedores o jurados, que atestiguaban sobre la razón y la sinrazón del pleito, testigos que describían los hechos que conocían.


Pero, antes Enrique I (1100) lo adoptó en causas criminales: ordenó que cuando sus jueces visitaran un condado en el curso de su circuito, comparecieran ante ellos doce hombres para declarar bajo juramento.


Con la abolición de las ordalías por la Iglesia (año 1215), se institucionalizó que un grupo de vecinos declararan como testigos y dictaran un veredicto basado en su conocimiento de los hechos.

Sin embargo en realidad, frecuentemente no conocían los hechos plenamente y debían convocar a otros mejor informados, que eran incorporados al jurado, a quienes se les recibía declaración bajo juramento. De este modo los originales jurados de testigos mutaron a jueces de los hechos que dictaban su veredicto luego de escuchar la prueba.


¿Porqué doce integrantes?: -Por los apóstoles?. ¿Por los signos del zodíaco?...Por cualquier razón mística o esotérica o histórica, pero no lógica.


Tradicionalmente la doctrina ha denominado a la institución como juicio por jurados, tomando como dato basal la expresión inglesa trial by jury, dando al apócope by la significación por, pero no es ésta la única acepción que el término permite, por el contrario los significados: entre, por medio o a través son los que se ajustan a una correcta interpretación conceptual y no meramente gramatical. Es por ello, y aun reconociendo que la denominación tradicionalmente dada al instituto es un valor entendido que manifiesta acertadamente su contenido, podría denominarse válidamente juicio a través de jurados o juicios por medio de jurados.


Ahora bien, sabido es que la tradición jurídica europea se basa en dos sistemas jurídicos de disímiles características:

a) El derecho anglosajón: basado en el common law: conjunto de costumbres y precedentes judiciales obligatorios, con algunas leyes, las que van en incremento en este siglo y a partir de la incorporación de Inglaterra al Mercado Común Europeo.

b) El derecho continental o latino: basado en la ley, por evolución del derecho romano, que, según los romanistas, alcanzó su perfección en el imperio, con las Institutas de Justiniano. Luego fue receptado por los pueblos germánicos, a través de: Las Partidas, La Carolina, el derecho canónico, los juristas italianos de la Edad Media; que logró hacer permanecer sus conceptos a través de los tiempos y las legislaciones, al punto de darle permanencia y jerarquía a la ciencia jurídica del Derecho. Ciencia a la que Max Weber asignó la responsabilidad en la formación del pensamiento científico moderno.

Por el desarrollo efectuado, se deriva fundamente que el juicio por jurados, tal como se lo impulsa, posee un origen y una evolución totalmente ajenos a nuestra tradición jurídica romanistas, como a la cultura latina.

En España, la Constitución de 1978, en su art.125, lo estableció; y luego fue reglamentado por la ley, en 1995, de forma similar al anglosajón: legos que dan veredicto de culpabilidad sobre los hechos para dejar al juez la calificación legal y el quantum de la pena; pero, deben motivarlo: un secretario toma nota de la deliberación.

Se encuentra delimitado a delitos contra la vida humana, la libertad, el honor, la intimidad, el medio ambiente y cometidos funcionarios públicos; es decir, no excesivamente técnicos.

Se compone de 9 miembros, elegidos por el azar entre los electores; no hay preselección. Se eligen previamente 36 por las recusaciones y deserciones (el 70% se niega), con 21 se pasa a la audiencia de recusación con causa.

El español Vicente G. Sendra, defensor de la institución, reconoció el “XI Encuentro...” que no hay jurados en los tribunales superiores por las presiones que puede haber, como que en la forma de escabinado se dan menos veredictos escandalosos y permite la apelación.

La doctrina de constitucionalistas: de 1853 a 1997: 144años sin implementación de las cláusulas constitucionales; lo que acredita la falta de convicción sobre la institución por generaciones de legisladores y juristas que no lo propiciaron; y también de litigantes, abogados y jueces que no lo reclamaron ni lo impusieron como necesario.

Así el Ministro de Justicia, en sus citas, y en referencia a los casos resonantes, ha considerado que el juicio por jurados “podría en descubierto muchas maniobras, incorporando el buen sentido común y la percepción colectiva como auxiliares de la ciencia jurídica”...”La raíz netamente popular y de efectiva participación ciudadana de esta modalidad de juzgamiento permitirá oxigenar, en casos similares, la compleja trama que envuelve mucho de los más sonados procesos”.


En primer término, ya se ha visto la diferencia esencial entre Asamblea del Pueblo: verdadera intervención y decisión popular; y el jurado: mera intervención de 12 personas, caprichosamente elegidas: o por la autoridad o por el azar. 

TIPOS DE JURADOS

Como adelantara al comienzo, el juicio por jurados importa la intervención de legos en la solución del proceso. Aunque el concepto de jurados se refiere en una primera aceptación de un tribunal lego que acompaña al de derecho en la solución de la causa, también se le suele llamar jurado a otra institución, conocida como escabinado. 

Si bien existen diversos tipos de jueces legos, nos ocuparemos de en primer lugar del jurado tradicional al estilo norteamericano, que es l que establece la verdad o falsedad de los hechos, en tanto que al juez le corresponde la aplicación de la norma jurídica. En general coinciden las definiciones sobre el jurado de tipo angloamericano. El jurado es un cierto número de hombres y mujeres seleccionados según la ley, bajo juramento, para inquirir sobre ciertas materias de hecho y de declarar la verdad sobre la evidencia que se les presente. Esta definición comprende las distintas clases de jurados: el gran jurado, el pequeño jurado, el jurado común, el jurado especial, los jurados de pesquisas sobre fallecimientos, los jurados de los sheriff, etcétera. El jurado es un cuerpo de personas temporalmente seleccionadas entre los ciudadanos de un circuito particular, investidos con el poder actual de acusar a personas por ofensas públicas o de probar una cuestión de hecho. Su exacta característica y poder dependen de la ley y de las prácticas de los lugares.

En el jurado norteamericano del proceso penal existen dos limitaciones importantes en la actualidad. La primera de éstas surgió en 1968 en el caso “Duncan vs. Louisiana” (391-US-145), en el cual la Corte Suprema de Estados Unidos de América declaró que el juicio por jurados es un derecho en los casos criminales cuando la penalidad prevista excede de seis meses.

La segunda imitación es el plea bargaining (causas menores o literalemte “bagatelas”), donde –en el proceso penal- el acusado y el persecutor (fiscal) llegan a un acuerdo mutuamente satisfactorio disponiendo del caso, por el cual el acusado admite determinado delito, sujeto a la aprobación de la Corte. Este sistema de negociación entre el fiscal y el acusado, que se usó de hecho cuando los tribunales se vieron superados por la cantidad de causas, se encuentra establecido por la regla 11 (e) del Procedimiento Federal Criminal de los Estados Unidos de América.

Corresponde ahora referirnos al escabinado y marcar sus diferencias con del juicio por jurados angloamericano. 

Escabinado: mezcla de jueces profesionales y populares: Italia, Alemania, Francia.


Escabinos son cierto tipo de jueces honorarios para el fuero penal. El escabinado se constituye para el conocimiento y solución de causas penales, integrándose con uno o varios jueces letrados y otros escabinos, jueces honorarios o asesores.


La función de estos últimos se diferencia sustancialmente de la de los jurados, por cuanto durante el proceso  desarrollan en todo sus alcances la función judicial, con igual derecho a voto que los jueces de primera instancia

FUNCIONAMIENTO


Entre nosotros también se afirma la necesidad de establecer el juicio a través de jurados como límite a toda intromisión del Estado violatoria de los derechos del individuo, otorgándole al jurado el carácter de infranqueable garantía constitucional.

Esto debe motivarnos a una reflexión. El temido arbitrio estatal es susceptible de ser conjurado aplicando correctamente los principios previstos en la Constitución y en los pactos internacionales incorporados a ella. Estos preceptos constituyen una sólida garantía para el individuo en el ejercicio y goce de sus derechos, sin que sea preciso para ello recurrir a soluciones extrañas y ajenas a nuestra tradición jurídica.

Otro de los ejes centrales de la discusión pasa por saber si con el jurado popular ¿se consigue realmente una efectiva independencia del tribunal frente al Poder Ejecutivo como se ha dado en argumentar? 

Esto no debería discutirse en nuestra República, donde la Constitución garantiza esa independencia con la separación de poderes. La alteración que en la práctica pueda experimentar este régimen debe corregirse por otras vías más directas. En el plano ideal, el tribunal técnico debería ser mayor garantía de independencia si se tiene en cuenta que los jurados son proclives a las influencias religiosas, políticas y raciales, a modalidades localistas y al empuje de las pasiones exaltadas por los conflictos sociales .

Es el peligro de juzgar en conciencia, que para el juez técnico se supera con exigencia de una sana crítica racional. La íntima convicción de los jurados escapa al contralor popular  que el sistema impone en la administración de la justicia. Es una reacción del sentimiento sin garantía alguna de que sea el colectivo, cuya modulación por el raciocinio queda oculta en la conciencia del jurado, de manera que el pueblo nunca sabrá por qué se convenció. Nuestra cultura cívica y formación procesal no concibe una sentencia sin fundamentación. Agréguese a ello la complejidad de las pruebas para acreditar los hechos que son producto de la moderna delincuencia. El jurado superará estas muy serias dificultades con sólo invocar su íntima convicción, y con ello quedarán receptadas las más grandes iniquidades.

No hay duda de que el fallo racional y motivado del tribunal técnico ofrece mayores garantías. Es el resultado de una versación jurídica y técnica judicial adecuada para excluir los elementos de convicción ajenos a los autos. El jurado mezcla sus internas motivaciones con el ámbito emocional de los sentimientos, declarando la culpabilidad o la inocencia en un solo vocablo, con dispensa de explicarlo.

La fundamentación del fallo judicial es garantía de justicia, conquistada a través de largas vacilaciones. Es un derecho de todos los miembros de la colectividad conocer la razón de una condena o de una absolución para evitar la arbitrariedad y exigir la objetividad de los pronunciamientos. Cuánto más garantía ha de ser para las partes saber y entender las razones con las que se protege o afectan sus propios intereses. Para el mismo tribunal resultará mucho más accesible al argumento jurídico sobre las premisas fácticas que él mismo ha obtenido.

La posición descripta precedentemente, absolutamente mayoritaria en  épocas no muy lejanas, ha registrado en nuestros días cambios significativos.

Si bien no puede desconocerse el carácter técnico de nuestro ordenamiento jurídico, es evidente que las normas de conducta tienen por destinatarios a todos los habitantes y existe una comprensión genérica del hecho en su relevancia normativa; precisamente, si alguien puede ser condenado por infringir un precepto legal, exigiéndose para ello comprender la criminalidad de la conducta, del mismo modo puede juzgar sobre lo atribuido a otro.

En esa inteligencia Maier ha observado que el jurado popular efectúa, sobre la base de lo acontecido en el debate, un juicio, que si es de reprochabilidad habilita el poder penal del Estado, a través del juez técnico, el encuadre legal del caso y la imposición de la sanción punitiva, y si es negativo, impide que ello ocurra.

Por otra parte, no debe olvidarse de que el juicio ante jurados acentúa notoriamente la mecánica acusatoria y hace de la audiencia de debate el momento verdaderamente, ya que el jurado –actuando como una suerte de testigo preferenciales del drama que se desarrolla ante sus sentidos- sólo puede expedirse sobre lo que se produce en tal audiencia.

Los aspectos y corrección técnica están asegurados por la actuación del magistrado que dirige el debate y también por las condiciones letradas del fiscal y el defensor. En caso de fallo condenatorio, el encuadre legal y la fundamentación de la sentencia corresponden al juez o tribunal profesional.

Otro argumento, dado por la duda en la ecuanimidad de los jurados legos, comparándolo con las condiciones e idoneidad de la magistratura oficial, ha ciertamente perdido peso. Más bien, a la luz de numerosas experiencias desastrosas de esa judicatura, de su notoria subordinación a intereses políticos, sectoriales o de influencia de diversos factores de poder, existe un reclamo social que busca en la intervención ciudadana una mayor garantía de sentido común, aspiración de justicia e independencia.


Como importantes consecuencias de que el tribunal esta constituido por legos tenemos:

Cesura entre hechos y de derecho: son jueces de hechos

Cesura entre culpabilidad y pena: dan veredicto de culpabilidad

Falta de motivación del veredicto: lo dictan por “íntimas convicciones”, sin expresión externa.

Distinción entre hechos y Derechos: Vázquez Rossi: Reconoce que la teoría del delito “es una de las zonas de mayor rigor intelectual dentro del campo de lo jurídico”, lo que, más la magnitud de la legislación, hace “que la cuestión exceda ampliamente lo que podríamos denominar como criterios de sentido común respecto de una acción valorada como delictiva”, por lo que “la dogmática jurídica penal aparece como una construcción de índole garantista, cuya principal finalidad es brindar objetividad, racionalidad y previsibilidad”.

Fin de la dogmática: sabido es que la teoría analítica del delito constituye un método científico para determinar si una conducta es presupuesto de aplicación de la pena. Ya citamos a Vázquez Rossi cuando expresa que “la dogmática jurídica penal aparece como una construcción de índole garantista, cuya principal finalidad es brindar objetividad, racionalidad y previsibilidad”.

En ella se formula el concepto de delito y se lo disecciona en sus elementos, analizando, a su vez: en la acción, si el comportamiento es voluntario y guarda relación de causalidad con su resultado; si dicha acción se adecua a un tipo penal; contrariando al derecho y ofendiendo a un bien jurídico, sin causa de permisión que lo justifique; y si ha sido llevado a cabo por una persona imputable y con una actitud subjetiva, dolosa o culposa, jurídicamente reprochable. Cada elemento no debe ser excluido por sus causales específicas, sin remanente por exceso; y también se deben cumplir las condiciones objetivas de la figura y punibilidad, para arribar a la efectiva imposición de una pena.

La actuación de esta teoría a través de la norma y la práctica procesal implica también innumerables conceptos técnicos, atientes a los derechos de las partes, sus cargas, la valoración de la prueba testimonial, pericial, límites jurídicos, límites emocionales, etcétera.

El proceso es un modo científico de resolución de los conflictos obtenidos tras una larga lucha por el Derecho. Los derechos de fondo sin las garantías judiciales no tienen actuación alguna. Todo ello no puede quedar liberado a las subjetividades y emotividades populares; y menos a quienes saben digitarlas.

Según la teoría del common law, la Corte conocería del Derecho y el jurado de los hechos... En la práctica, no obstante, el juez tenía gran libertad para aconsejar al jurado acerca de sus propias impresiones sobre el mérito del caso, la eficacia de la prueba, la veracidad de los testigos, etc.”. Cita a Thayer: “imposible imaginarse el juicio por jurados de ningún período de la historia inglesa en una forma que quitaría al jurado la ayuda de la Corte al considerar los hechos. El juicio por jurado en esa forma no es de ningún modo el juicio por jurados en el sentido histórico del término”. Cita a Holdsworth: “el jurado da buen resultado en Inglaterra porque el tribunal es mas fuerte que el foro”.

Y recordemos la cita de A. Farnsworth por Jáuregui: “Es trabajo o tarea de los jurados, al menos en teoría, decidir sobre cuestiones de hechos, correspondiendo al Juez decidir las de derecho. Esta línea divisoria es, a menudo, oscura”.

En nuestro país, este tema se introduce en relación a los recursos extraordinarios. Para F. De La Rúa: “El punto más arduo, el problema central y más difícil de la casación es el de la distinción entre hechos y derecho”. Cita a Podetti: para quien es una “dificultad casi insuperable”.  

Es que como señala Gelsi Bidart, citado en concordancia por D’Albora: “No cabe siquiera pensar en una cuestión de puro hecho, que pueda separarse del Derecho, éste elige los elementos, los califica, indica de qué manera deben encuadrarse, etc.” En lo que concuerdan autores como Maier o Bacigalupo.

El problema del tribunal popular o técnico se vincula estrechamente en materia penal con los sistemas procesales y los regímenes políticos imperantes en las distintas épocas. Conocemos ya el auge que en Grecia y Roma tuvo el tribunal popular, mantenido por largo tiempo en Inglaterra, aunque fuertemente interferido por tribunales técnicos. Éstos predominan ahora, sin embargo, habiendo caído en desprestigio el tribunal popular.

La disyuntiva se presentó cuando el soberano debió descargar en funcionarios parte de su tarea, entre ella el magisterio punitivo, pensándose en hacerlo o a un delegado del rey o al pueblo mismo: jurado. El asunto se convirtió después en problema político a favor del jurado popular, receptado institucionalmente en nuestra Constitución.


La pugna política se debió al origen de despótico del juez técnico. Este surgió como una necesidad del inquisitorialismo y se perfeccionó con él. Los sistemas mixtos modernos han concluido por receptarlo como el que mejor orienta al procedimiento, tanto el escrito como el oral.

Limitaciones del jurado. 

Es importante tener en cuenta que  para el lego y para las películas cinematográficas pasa inadvertido, como es el momento de actuación del jurado, más allá de las limitaciones que hemos señalado. El proceso e desarrolla desde el hecho presuntamente criminal hasta la sentencia. En ese largo camino hay una primera etapa de instructoria de investigación, cuyo carácter es diverso pero que puede influir notablemente en los jurados en los casos de sistemas mixtos, en los que la etapa instructoria está teñida por el carácter inquisitivo que tiene la mayoría de nuestros códigos procesales penales. Luego, viene la etapa del juicio, que es donde aparece el jurado. Pero allí también existe una limitación. El jurado solamente interviene en la prueba actuando como espectador; no puede preguntar, ni investigar por su cuenta. Depende esencialmente de la actividad de pares, en el sistema controversial (como el de Estado Unidos de América); o del acento que termine poniendo el juez en la audiencia (en sistemas como podría ser el nuestro). Sí, como en muchos casos, los jurados no pueden tomar nota de lo ocurrido en la audiencia y deben guiarse por su memoria, la posibilidad de que sus recursos sean adecuados resulta ser inversamente proporcional a la duración del proceso y la complejidad de la causa, por más que puedan pedir, en ciertos supuestos, elementos complementarios, ampliatorios o reiterativos.

Votación y fundamentación del veridcto. 

Uno de los puntos fundamentales a considerar para determinar la eficacia de la valoración por el jurado debe actuar por humanidad o algún tipo de mayoría y si debe o no fundar el veredicto. El jurado angloamericano requiere unanimidad y no debe fundar el veredicto, de donde resulta además la consecuencia de que la cuestión de hecho debería resultar inapelable. Pero el sistema español y del escabinado es el inverso. ¿Qué pasaría en un sistema como el argentino? Esta pregunta debe hacerse porque la solución a éstas cuestiones no sólo se encuentran en la adopción de un sistema particular, sino que ese sistema –que integra otros mayores- debe responder a ellos y a los principios jurídicos que los funda.

Las críticas en la apreciación de la prueba requieren entonces que la formación de un jurado, además de otras objeciones mayores responda a estas dos preguntas: qué rango de aceptación requiere el jurado (unanimidad o mayoría y, en su caso, de qué tipo), y si la decisión debe ser fundada. Respecto de estas cuestiones, CAFERATA NORES señala que el sistema de íntima convicción, donde la ley no establece regla alguna para la apreciación de las pruebas, valorando aquellas según su leal saber y entender, donde no existe la obligación de fundamentar las decisiones judiciales, es característica del jurado y tiene como defecto evidente el no exigir la motivación del fallo, generando el peligro de arbitrariedad y, por ende, la justicia (de allí que, en muchos casos, se exija unanimidad de los integrantes del jurado).

Idoneidad y competencia.

También para examinar la validez de la decisión del jurado (no estamos hablando de casos simples y elementales, sino de todos los casos que comprenden supuestos complicados) se tienen que realizar las objeciones sobre su idoneidad y competencia. Se dice al respecto que el jurado carece de experiencia y que sus conocimientos sobre la materia probatoria son nulos o, a lo más, superficiales, frente a los jueces técnicos, apreciando las cuestiones en conciencia sin fundamento científico alguno, se sostiene, además, que tampoco es mejor el sentido común en los legos que en los togados.

Además, se agrega que el juicio es fácilmente sugestionable y que se lo puede engañar con recursos elementales; que las personas en grupo tienden a perder su identidad y son conducidas por el criterio del líder y que, por otra parte, la complejidad de la norma jurídica y su tecnicismo alejan cada día más al juez lego de la administración de justicia.

A este se le ha contestado que el derecho es una actividad social y no esotérica. Que si las personas no pueden comprender cómo se las juzga, mal pueden ser juzgadas. Que cualquier persona normalmente socializada está en condiciones de juzgar a otro ciudadano según criterios éticos-sociales estándar. Que los jurados no son los que llevan la investigación, sino ante quienes se exponen los resultados. Que la sugestibilidad es más fácil que se dé en una persona ante que en varias que no están ligadas previamente por interés alguno, o –en última instancia- en el mismo rengo. Que se potencian las experiencias individuales y que el liderazgo no aparece de modo instantáneo, lo que parece en contradicción con la necesidad de que el voto del jurado sea fundado, hecho que no sucede e la mayoría de los casos.

CUESTION CONSTITUCIONAL


El jurado en la Argentina. Arts. 24, 75 inc. 12 y 118 de la Constitución Nacional. 

Hemos visto ya cómo nuestra Constitución pugna por la implantación del jurado, especialmente en materia penal (arts. 24, 75, inc. 12 y 118) y las tentativas por implantarlo en el país con resultados negativos. Constitucionalmente los juicios penales deberían terminarse “por jurados”, lo que se establece como garantía individual y como manifestación del régimen democrático republicano.

El jurado se integra por elementos populares, o sea por jueces legos desconocedores del derecho. De aquí que su pronunciamiento se limite sobre los hechos sobre y si debe absolverse o declararse culpable al imputado. 

Esto no significa que su juicio sobre los hechos no esté impregnado de sentido jurídico; no el sentido técnico de los juristas sino el práctico adquirido por cualquier miembro de la sociedad con la suficiente cultura como para integrar un jurado. Queda para el elemento técnico, que necesariamente complementa a este tribunal, la tarea de aplicar la ley. 

Esto lleva a  los defensores del instituto  a desechar el argumento contrario al jurado consistente en la dificultad de separar el hecho del derecho. Sostienen que problema debe plantearse con un criterio práctico, social y actual, considerando conveniente proyectarlo a la independencia del tribunal, a la apreciación de las pruebas y a las garantías del fallo, sin perjuicio de analizar normas constitucionales que morigeran en parte la exigencia de la implantación del jurado.

Sus partidarios insisten en el aspecto constitucional del jurado, no obstante  la existencia de otras normas que tienden a limitarlo. Podríamos llamarlas moderadoras de la institución, por cuanto a lo menos neutralizan en parte su concepción pura.

El Poder Judicial se instituye estableciendo una Corte Suprema de Justicia y demás tribunales que creare el Congreso (art. 108) con garantía de permanencia e intangibilidad de su remuneración (art. 110) debiendo los ministros de la Corte ser abogados de la Nación con ocho años de ejercicio (art. 111). Se imponen, pues, tribunales técnicos permanentes, nombrados con acuerdo del Senado y removible por juicio político (arts. 99, inc. 4°, y 75, inc. 20).

Estos tribunales técnicos deben necesariamente funcionar por lo menos a la par de los jurados o coordinadamente con ellos porque son las autoridades representativas del Poder Judicial de la Nación. Y en cuanto a la Corte Suprema, es el máximo tribunal como su nombre lo indica, que tiene las funciones de tribunal de alzada en materia federal (arts. 116 y 117). Esto implica crear la doble o triple instancia, o sea la plena revisión de los fallos (apelación), lo que en cuanto a los hechos no se aviene bien con el jurado.

Este panorama general de la Carta Magna es reproducido con mayores detalles en lo que se refiere a los tribunales técnicos por las constituciones provinciales. Son los tribunales que han funcionado regularmente en todo el país desde la organización nacional.

La previsión constitucional originaria en esta materia ha sido mantenida por el constituyente de 1994. Debemos recordar que la Constitución de 1949 lo había abolido. 

A pesar de ello, el jurado nunca fue establecido. Han existido numerosos y diversos proyectos desde el siglo pasado. 

Parecería que algunas cuestiones habrían quedado zanjadas en el aspecto constitucional. Primero: debido a la reafirmación de 1994 del juicio de jurados, el argumento del desuetudo (tesis de Sagüés, 1981, p. 912 a favor del desuetudo)

Se dice también que estas normas constitucionales sobre el jurado tienen apoyo en antecedentes argentinos, como por ejemplo la Constitución de 1812, el proyecto de 1813, la Constitución de 1819 y la Constitución de 1826. Sin embargo, como hacer notar Maier claramente no cabe duda de que nuestro mandato constitucional proviene del artículo III, sección 2, apartado 3° de la Constitución Federal de los Estados Unidos de Venezuela de 1811. 

De ello se impone como conclusión es que el jurado al que se refiere el legislador constitucional es el jurado angloamericano y no el escabinado o cualquier otro. 

Tercero: el mandato constitucional se refiere al proceso penal (conf. Sagüés, 1981, p.908). Si bien puede sostenerse que la legislación podría establecer un sistema de jurados definitivo u optativo en materia de Derecho Privado, este punto no tiene apoyo constitucional y debe ser objeto de un examen particular.

Otro aspecto que aparecería definitivamente cerrado es el de la naturaleza –programáticas u operativasde- de las cláusulas constitucionales examinadas. Pese a que cierta parte de la doctrina manifiesta que existe una mora legislativa en el cumplimiento de la norma constitucional y que debiera implementarse el instituto. La jurisprudencia ha sido clara en ese aspecto, partiendo de la propia Corte Suprema y siguiendo por los restantes tribunales, en el sentido de que se trata de cláusulas programáticas (Bielsa pone el acento en el art. 24 de la CN que habla de “promover” y no imponer) que tampoco se transforman en operativas por el transcurso del tiempo.


Así se ha dicho que no habiendo impuesto la Constitución Nacional de Congreso el deber de proceder de inmediato al establecimiento del juicio por jurados, aquél, como legislatura local, hubiera podido conferir jurisdicción a los tribunales del fuero común de la Capital, los que son competentes a ese efecto (CSJN “Ministerio Fiscal c/ La Fronda” Fallos 165:258; CSJN, “Tribuna Demócrata c/ Tiffermberg, David”, Fallos 208:21 y 225).

La disposición contenida en el artículo 102 (hoy 118) de la Constitución Nacional referida al juicio por jurados tiene como requisito previo que dicha institución sea establecida. Trátase de cláusulas programáticas (CNPen.Econ., Sala III, LL 1991-B-422 y DJ 1991-2-73). La Constitución Nacional no ha fijado el plazo para que el Poder Legislativo regule el juicio por jurados a que alude en sus artículos 24, 67, inciso 11 (hoy 75, inc. 12) y 102 (hoy 118), dejando a criterio de los legisladores la determinación de la época en que debe ser establecido ese instituto (CNPen.Econ., Sala II, LL 1991-E-216;

Bielsa (1959, p. 755) ha sido más crítico y decía que los constituyentes no estaban convencidos del juicio por jurados, por ello en el artículo 24 hablaban de “promoverlo” no de imponerlo. Hasta que ello ocurra, es necesario respetar el procedimiento establecido por la ley para el juzgamiento de los delitos perpetrados en su territorio (CNCrim.Corr., Sala III,  E D 150-607), sin que se halle afectada ninguna garantía constitucional.

Aunque en algún fallo de primera instancia se declaró  que corresponde  inaplicable al caso, por violatorio de los artículos  24, 67, inciso, 11, 102 y concordantes de la Constitución Nacional, el Libro Tercero del Código de Procedimientos en Materia Penal (art.3, ley 27) y hace a la excepción de falta de jurisdicción interpuesta por la defensa y en consecuencia , librar oficios a los presidentes de la Cámara de Senadores y Diputados de la Nación solicitando se implemente en el próximo período legislativo el sistema de juicio por jurados contemplando en la Constitución (del fallo de primera instancia  revocado por la CNCr.Correc., Sala I, ED 148-588) tal criterio no prosperó. No obstante ciertos votos resultaron a veces concurrentes a esta idea, pero para juicios mayor gravedad: En el proceso se imputa la comisión del delito previsto en el art. 302 del Código Penal, el cual no puede ser incluido entre los de mayor gravedad, por lo que, por más que se conozca la infracción constitucional de no implementar el juicio por jurados, no existe agravio concreto que autorice su declaración, pues la competencia para conocer en los casos de delito de la clase del que aquí se trata no es de las que pueden resultar afectadas por la imposición del juicio por jurados (del voto del doctor Hendler – CNPenalEcon., Sala II, 22-9-88, ED 130-602).


Sobre este tema aclara Bidart Campos que no existe omisión constitucional, que el texto no distingue entre diversos delitos, ya que dice “todos”. Abunda cuando explica que la distinción crímenes-delitos-faltas, conocidos por el legislador constitucional no es aplicable ya que usa indistintamente la palabra “crimen” y “delito” en el mismo texto (1990, p. 520).


Por su parte D´Albora advierte el peligro de que, con el criterio sustentado por el voto que comentamos, los presos podrían quedar libres (1991, p.217). Aún autores como de Vedia (1907, p. 115), González (1897, p. 670) o González Calderón (1963, p. 446), que se enrolan dentro de la tesis de la obligatoriedad del Congreso para sancionar inmediatamente el juicio por jurados, no proponen que mientras tanto no se puedan juzgar las causas. 


En definitiva, la Constitución Nacional tiene antecedentes  en diversas normas argentinas anteriores que se remontan a diversos posteriores a 1810 y a las constituciones anteriores a la de 1853, que repitieron la cláusula del jurado, originalmente tomada del Derecho americano y venezolano y abonada por las bondades que sobre el mismo describiera Tocqueville (1978, ps. 273 y ss.), pero sin dar el fundamento. En realidad lo que los legisladores probablemente querían era avanzar sobre un proceso acusatorio, por vía del proceso oral, del cual el jurado es uno de sus subsistemas , pero no el único. El ordenar un juicio penal oral , continuo y contradictorio, que es lo que supone en primer lugar la institución del jurado (ya que en el juicio escrito e inquisitivo la misma no es posible), es lo que debió decir la Constitución.


El sistema oral, continuo y contradictorio no es un principio constitucional, es un sistema. Algún sistema podría ser más útil que otro, pero no hace a la esencia de la cuestión. Puede verse que en el orden federal existe proceso oral, pero en realidad ese proceso oral esta teñido de tal modo de elementos inquisitivos que no mejoran la situación de las personas. El jurado es –dentro del proceso oral acusatorio- un subsistema, una modalidad cuya utilidad, eficacia y representatividad nunca se ha demostrado, más allá de las declaraciones de los “juradistas”. 

LA CUESTION EN NUESTRA PROVINCIA

A diferencia de la Constitución Nacional, su par provincial nada dice respecto de la instauración del juicio mediante jurados.

Haciendo un repaso de las normas contenidas en nuestra carta magna local tenemos:

Art. 9 párrafo final “La ley propende a instituir el juicio oral y público en materia penal”.

Art. 55: “Corresponde a la legislatura: inc. 4 Dictar las leyes de organización y procedimientos judiciales”

Art. 83 “El poder judicial de la provincia es ejercido, exclusivamente, por una Corte Suprema de Justicia, Cámaras de Apelación, Jueces de primera instancia y demás tribunales y jueces que establezca la ley. Sin embargo, la ley puede instituir tribunales colegiados de instancia única”

Art. 85 Requisitos Para ser miembro de la CSJ, vocal o fiscal de cámaras, ... poseer título de abogado, diez de ejercicio de la profesión de abogado o de la magistratura.

Para ser juez de primera instancia  ... poseer título de abogado .. cuatro en el ejercicio de la profesión o de la función judicial.

La ley fija las condiciones exigidas para los jueces por ella”.

Art. 95 “Las sentencias y autos interlocutorios deben tener motivación suficiente, so pena de nulidad” 

CONCLUSIONES

No cabe duda de que el solo hecho de ocuparse constantemente de una cuestión y de estudiar sobre el particular, indicaría como mejor dotado al Juez profesional respecto de aquel se dedica accidentalmente  a una tarea cuya complejidad desconoce. 

Por otro lado, la falta de explicitación de los fundamentos por los que se llega a la conclusión no sólo da por tierra con las reglas de la sana crítica, sino con cualquier sistema de razonamiento y exposición controlable de una materia. 

El hecho de la unanimidad nada significa, pues el alcance de la verdad no se logra por votación democrática o consenso sino por elaboración científica. 

Ni que decir del menor interés que pueden presentar los jurados respecto de los jueces, la falta de control sobre sus decisiones y toda una serie de cuestiones que generan una duda importante respecto de las conclusiones a las que llegue. En el mejor de los casos, los jurados juzgan por conciencia (o influenciados dentro del grupo por personas de mayor carácter o fuerza convictiva), pero no son revisables seriamente sobre el punto al cual han llegado, ello sin entrar en la calificación jurídica que muchos sistemas penales le exigen respecto del delito.

Por otra parte, cabe señalar que la tarea del derecho no puede realizarse de manera “más o menos” aproximada, con una convicción a la que se llega superficialmente, sin seriedad, sometidas a prejuicios, sin control o por medio de vías no adecuadas. Si consideramos el derecho una ciencia, y al respecto queremos que sirva en el proceso para la solución de los conflictos planteados a la jurisdicción, lo mejor que podemos hacer es presentar a la sociedad un esquema serio, consciente, científico, público y controlable de las decisiones a las que arriban los magistrados. 

Ello presenta más a la democracia republicana que –por ejemplo- las concepciones que ven la democracia sólo en el campo del jurado, o aquellas otras entienden que se puede llegar al conocimiento a través del facilismo y de obviar los pasos de un trabajo que -como el de la apreciación probatoria- es fundamental y requiere esfuerzo y dedicación. 

Además, si bien en la esfera constitucional nacional (si en nuestra provincial) no existe una norma expresa constitucional sobre la fundamentación de las sentencias, ello surge claramente de los requerimientos de fundamentos de los arts. 17 y 18 de la Carta Magna.


Este recaudo de fundamentación se extiende a los hechos, ya que éstos son, a su vez, el fundamento de la pretensión jurídica y no podría elaborarse un argumento en el cual algunos de los fundamentos no fuera explicitados. 


Aunque los fundamentos tienen una variada gama de excepciones (que, de todos modos, se indican específicamente o surgen de los principios procesales), dicha excepciones tienen un tope máximo y el requisito de fundabilidad de las resoluciones en los hechos y en el derecho es –en definitiva- una conquista del Estado de derecho que sirve de garantía contra la arbitrariedad y la injusticia, de la cual  fue un neto representante el sistema de la inquisición. La Corte Suprema –en el campo de la doctrina de la arbitrariedad-, ha fulminado con nulidad aquellas sentencias que carecen de fundamento y aparecen como mera exposición dogmática y sin base en los hechos de la causa.

Proyecto de ley del PEN (Ministerio de Justicia, Seguridad y DDHH de la Nación).


El proyecto presentado por el PEN opta por el sistema anglosajón.


Competencia: Para delitos imputados como dolosos, hayan causado la muerte de una o más personas, y los que con ello concurran según las reglas de los arts. 54 y 55 del Código Penal. También para los “Delitos contra la Administración Publica.


Opción: El imputado puede renunciar al juicio por jurados, siendo necesaria la anuencia de la otra parte: MPF o acusador particular. Si hubiese varios imputados se requerirá la conformidad de todos.


Dirección del juicio: A cargo de un Juez técnico conforma a las reglas contenidas en el CPPN Libro III, Título I, Juicio Común (Debate Oral).


Se preven los requisitos para ser jurado (vgr. edad e/25 y 75 años, haber completado la educación básica obligatoria, aptitud pisofísica, 5 años de residencia en la jurisdicción)  régimen de incompatibilidades (incluye a los abogados) e inhabilidades. Padrón de jurados a cargo de la Cámara Nacional Electoral.


Régimen de excusaciones y recusaciones con causa y sin causa.


Retribución de gastos, a pedido del interesado por el término que durase en su función.


Integración: con doce miembros titulares y seis suplentes. 


Incomunicación: Si las circunstancias del caso lo requieren de oficio o a pedido de parte el tribunal podrá disponer la incomunicación de los integrantes del jurado.


Reglas para el debate: Toda la prueba debe ser producida durante la audiencia.


Bajo ningún concepto los integrantes del jurado podrán conocer las constancias de la instrucción, salvo ...


Veredicto: Se deberá pronunciar en sesión secreta y contínua, en la que únicamente podrán estar la totalidad de sus miembros, bajo pena de nulidad.


La votación será secreta.


Para el veredicto de culpabilidad se requiere al menos 9 votos. Para el veredicto de inocencia “no culpabilidad” según la ley se requiere al menos 7 votos.


En caso de no alcanzarse ninguna de las mayorías mencionadas, se debatirá y votará nuevamente hasta tres veces. De mantenerse tal situación se absolverá al acusado.

    Si el veredicto fuese de culpabilidad el tribunal procederá a individualizar la pena o la medida de seguridad, aplicables y s la reparación civil si ésta se hubiese reclamado.


Si fuere de no culpabilidad, será vinculante para el Tribunal y el debate continuará solo para resolver las cuestiones civiles planteadas.


Sentencia contenido: Se ajustará a las reglas comunes del CPPN. En lugar de los fundamentos de la decisión de los hechos probados y la culpabilidad del imputado, contendrá la transcripción del veredicto del jurado.


Pedido de absolución: Si en el curso del debate por razones fundadas el fiscal solicitare la absolución, cesará e inmediato la función de los jurados y el tribunal deberá dictar sentencia absolutoria.


Recursos: De casación contra la sentencia condenatoria. No procede este recurso contra la sentencia absolutoria.


Durante el tiempo que dura su función los integrantes del jurado queda asimilados funcionario público y empleado público a los fines del Código Penal. Pueden incurrir en el tipo penal previsto en el art. 248 del CP (abuso de autoridad).


Adhesión: Las provincias podrán adherir a  las disposiciones de esta ley. 

